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PROCURADURÍA 19 JUDICIAL II AMBIENTAL Y AGRARIA
PARA EL DEPARTAMENTO DE SUCRE

Sincelejo septiembre 30 de 2019
Doctora
Clarena Lucía Ordoñez Sierra
Jueza Primera Civil del Circuito
Sincelejo
Referencia: Pronunciamiento Procuraduría 
Proceso: Declarativo de Pertenencia
Demandante: Atilano Rafael Jaraba Flórez
Demandados: Arturo Salas Baquero y personas indeterminadas
Radicado: 2007-00084-00
Gloria del Socorro Flórez Flórez, identificada como aparece al pie de mi firma, en mi calidad de Procuradora 19 Judicial II Ambiental y Agraria, emito pronunciamiento dentro del proceso de la referencia, atendiendo a las facultades otorgadas por el numeral 1 y el parágrafo del artículo 46 de la Ley 1564 de 2012, en defensa del ordenamiento jurídico, las garantías y los derechos de los sujetos intervinientes, conforme a lo dispuesto por su despacho mediante auto que data del 15 de julio de 2019, el cual en su ordinal 3.5 dispone requerir a esta agencia del Ministerio Público para “[…] que emita concepto con relación al inmueble objeto de prescripción […]”. La intervención la realizo en los siguientes términos:

1. El Decreto 262 del año 2000 “Por el cual se modifican la estructura y la organización de la Procuraduría General de la Nación y del Instituto de Estudios del Ministerio Público; el régimen de competencias interno de la Procuraduría General; se dictan normas para su funcionamiento; se modifica el régimen de carrera de la Procuraduría General de la Nación, el de inhabilidades e incompatibilidades de sus servidores y se regulan las diversas situaciones administrativas a las que se encuentren sujetos.” Es la norma que rige en la actualidad en materia de competencias para la intervención de los diferentes funcionarios que hacen parte de la PGN como parte del Ministerio Público.
En el Capítulo II del Título VI de la mencionada norma, se encuentran regulados los límites competenciales para la intervención de las Procuradurías Judiciales, por lo que les asigna funciones preventivas y de control de gestión, disciplinarias, de protección y defensa de los derechos humanos y de intervención ante las autoridades administrativas y judiciales. 
Respecto de la intervención ante autoridades jurisdiccionales, el artículo 46 del precitado Decreto, atendiendo al criterio de especialidad de los asuntos que aquellas tramitan, impone a las Procuradurías Judiciales con funciones de intervención en procesos agrarios, como a la que me encuentro adscrita y en nombre de quien intervengo, el actuar “[…] ante las salas civiles y agrarias de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y ante los juzgados de circuito y municipales, los tribunales de arbitramento que adelanten procesos agrarios y demás autoridades que señale la ley, cuando sea necesario para defender el orden jurídico, el patrimonio público, las garantías y derechos fundamentales, individuales, colectivos o del ambiente.”
, lo que indica que el límite competencial para mi intervención se encuentra dado por la especialidad agraria.

Revisado el proceso que nos ocupa y específicamente el certificado de tradición del predio pretendido en usucapión, surge como claro que el inmueble tiene carácter rural (agrario), según lo consignado en el folio de matrícula inmobiliaria 340-23680 expedido por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Sincelejo, Sucre, razón por la que se emitirá pronunciamiento en procura de la conservación del principio de legalidad y el debido proceso en el trámite de la actuación.
Lo primero que se debe decir es que esta Procuraduría no emitirá concepto respecto de la naturaleza jurídica del predio pretendido en usucapión, pues el pronunciamiento en tal sentido se escapa de nuestra órbita funcional y le corresponde exclusivamente determinarlo a la Agencia Nacional de Tierras, por lo que se considera acertada la decisión de la señora Jueza al ordenar oficiar a esta entidad.

Ahora bien, el proceso incoado pretende la adquisición, por vía de prescripción, de un predio rural ubicado en el municipio de Sampués, Sucre, finca rural denominada “Panseñor”, identificada con el folio de matrícula inmobiliaria número 340-23680, con una extensión de 9 Hectáreas según lo narrado en la demanda, la cual se sustenta en la supuesta posesión de más de 20 años alegada por la parte actora y el presunto cumplimiento de los requisitos exigidos por la ley, pues dice que tal posesión ha sido pública, pacífica e ininterrumpida durante el tiempo exigido para la usucapión.
Examinada la actuación adelantada hasta la fecha, esta Procuraduría encuentra algunas cuestiones que llaman la atención y que deberá examinar la señora Jueza en el marco de sus competencias para efectos de tomar las decisiones jurisdiccionales que a bien tenga:

1. Primero, no se tiene claridad en el plenario de cuál es exactamente el bien para usucapir. Uno de los requisitos que exige la normativa vigente en Colombia para prescribir el derecho de dominio a favor de una persona que haya ejercido la posesión por el tiempo y de la manera prevista por el ordenamiento jurídico, es que el predio se encuentre debidamente individualizado e identificado sin que haya lugar a confundirlo con ninguno otro.
Esta certeza debe darse en razón a que, de decretarse la usucapión, podrían afectarse derechos de terceras personas que tengan interés en todo o parte del inmueble objeto de prescripción.

En el presente asunto puede verificarse que existen oposiciones a la prescripción porque, al parecer, se trata de un predio de mayor extensión (se dice que tiene 25 hectáreas) y el demandante no pretende la prescripción de esa área de terreno, por lo que es su deber identificar la porción del predio de mayor extensión que desea prescribir a su favor y, para ello, debe identificar tanto el inmueble mayor, como la porción que requiere a su favor.
Así mismo, existen manifestaciones de sujetos procesales que expresan que el actor no ha poseído 9 Hectáreas tal como lo narra en su demanda, sino solamente 2 Hectáreas de ese gran globo de terreno, pues las adquirió mediante una promesa de compraventa, pero nunca ha legalizado su estatus jurídico.

Es a tal punto incierta la identidad e individualización del inmueble que se pretende en prescripción (y la del globo que presuntamente lo abarca), que en el curso del expediente se pueden notar argumentos que apuntan a la existencia de tres (3) diferentes certificados de tradición respecto del mismo bien inmueble, estos son, los identificados con matrículas inmobiliarias números 340-23680, cuyo titular es el señor Arturo Salas Baquero; 340-21166, a nombre de Trinidad María Morales de Estrada y 340-98648, en el que figura como propietaria inscrita Alba Mercedes Estrada Morales.
Si lo anterior fuera poco, en la factura del impuesto predial emitida por la Alcaldía Municipal de Sampués, Tesorería Municipal, a nombre de Arturo Salas Baquero (demandado) y obrante a folio 342 (contando como venía la foliatura), se establece que el inmueble objeto de impuesto tiene un área de terreno de 213.560 metros cuadrados, equivalente a 21,3 Hectáreas, área que difiere tanto de las 9 Hectáreas invocadas por el demandante, como de las 2 y las 25 invocadas por los demandados que se opusieron a las pretensiones.

Esta ausencia de claridad respecto a la identidad del predio, su extensión, identificación y linderos, debe ser uno de los puntos axiales que la señora Jueza tenga en cuenta al momento de tomar cualquier decisión, máxime cuando en todos los certificados de tradición aportados respecto de los diferentes folios de matrícula inmobiliaria se refleja la propiedad incompleta por falsa tradición o por titularidad del derecho de dominio incompleto. 
Lo anterior debe llevar a analizar a fondo, de la mano con las certificaciones que emitan las autoridades competentes, en este caso el IGAC y la ANT, si se trata del mismo bien inmueble que ha sido registrado en diversas ocasiones, si se traslapan las áreas y linderos o si, por el contrario, son predios distintos, para luego detenerse en determinar la naturaleza jurídica de los inmuebles, es decir, si los mismos son predios privados o si tienen naturaleza de baldíos adjudicables, para derivar su prescriptibilidad o imprescriptibilidad.

Indudablemente, la inspección judicial que realice el despacho podrá aportar también elementos de juicio para lograr la individualización e identificación del predio y para concluir si procede sobre él la prescripción, pero a esto solo podrá arribarse una vez la señora Jueza realice el análisis, primero individualizado y luego conjunto, de los medios probatorios que se recauden en el expediente y su sometimiento a las reglas de la sana crítica.
2.  El segundo punto neurálgico en el que se debe centrar el despacho, es el ejercicio de la posesión alegada, en los términos previstos por la ley y ratificados pacíficamente por la jurisprudencia. Esta posesión debe ser pública, pacífica e ininterrumpida, durante todo el término dispuesto para la usucapión. Así, en el presente litigio se han puesto de presente circunstancias que merecen atención en su valoración, pues se han alegado ventas de predios de menor extensión; se han instaurado trámites policivos de lanzamiento por ocupación de hecho, trámites jurisdiccionales por prescripción adquisitiva de dominio que ya tienen sentencia ejecutoriada y que se alega corresponden al mismo predio; hasta denuncias de tipo penal por el presunto incumplimiento de órdenes judiciales.
Así las cosas, el elemento “pacífico” de la posesión parece diluirse con los pleitos antes mencionados y con las pugnas que han surgido respecto de inmuebles que se alega son el mismo, o al menos en mayor extensión, respecto del aquí pedido en pertenencia.
Sin embargo, estas son elucubraciones del Ministerio Público que la señora Jueza valorará en su momento, teniendo en cuenta, en todo caso, el principio de necesidad de la prueba, pues los medios probatorios serán los únicos que lleven a la falladora a un convencimiento más allá de toda duda razonable respecto de la procedencia o improcedencia de la usucapión.

3. Se debe hacer mención especial de lo intrincado que ha resultado este trámite procesal que ya completa 12 años, en los cuales se han verificado nulidades procesales, retrocesos, citaciones a terceras personas, fenómenos como la sucesión procesal (murió el demandado y tomó su lugar la señora Margarita Salas en calidad de heredera) y demás cuestiones accesorias que no han permitido el trámite célere y expedito de la actuación.

No obstante, actualmente se ha logrado sanear el proceso, se ha citado a los acreedores hipotecarios, a sus cesionarios, a las personas indeterminadas y también han realizado sus intervenciones las personas determinadas. Con ello, se pudo establecer que la Caja Agraria, en calidad de litisconsorte necesario, no tiene ningún interés en intervenir en el proceso y fue solicitado por la Fiduprevisora, en calidad de representante del patrimonio autónomo de aquella en liquidación, la desvinculación del proceso, a lo cual el despacho acertadamente accedió.

4. En suma, será de vital importancia el recaudo probatorio, tanto el solicitado por las partes como el ordenado oficiosamente, para que la señora Jueza pueda establecer el norte del proceso y para determinar, en últimas, la viabilidad de conceder las pretensiones elevadas en la demanda o las excepciones expresadas en las contestaciones respectivas.
Atentamente,
GLORIA DEL SOCORRO FLÓREZ FLÓREZ

Procuradora 19 Judicial II Ambiental y Agraria, Sincelejo, Sucre
� Artículo 46 Decreto 262 de 2000
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